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	Primera Instancia:
	Suspensión 1 mes en el ejercicio del cargo.

	Decisión:
	Confirma.


ASUNTO A DECIDIR 

Se conoce en el grado jurisdiccional de consulta la sentencia proferida el 30 de septiembre de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, con ponencia del Magistrado Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez, mediante la cual impuso sanción de Suspensión en el ejercicio del cargo de Fiscal 21 Local de Medellín por el término de un (1) mes, al doctor GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID, al encontrarlo responsable de falta disciplinaria por incursión en la prohibición señalada en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002.

HECHOS

El 20 de enero de 2009, el funcionario investigado, en su condición de Fiscal 21 Local de Medellín, puso en conocimiento de la Coordinadora de la Unidad Primera Local, doctora Claudia Patricia Franco Pérez, el vencimiento de términos de que trata el artículo 294 de la Ley 906 de 2004 en la investigación a su cargo y radicada bajo el número SPOA 050016000206200831892, adelantada en contra de RAFAEL ALEXANDER GONZÁLEZ SALAZAR y otro, por el delito de Hurto Calificado y Agravado, toda vez que la imputación se hizo el 6 de diciembre de 2008, sin que para el 5 de enero de 2009, se hubiera presentado el escrito de acusación respectivo, con lo cual quedó incurso en la causal de impedimento prevista en el numeral 8 del artículo 56 de la Ley 906 de 2004.

Lo que provocó que mediante Resolución No. 269 de febrero 3 de 2009, la Directora Seccional de Fiscalía de Medellín, doctora MARTHA CECILIA PENAGOS PENAGOS, declarara configurado el fenómeno del vencimiento de los términos establecidos en el artículo 175 de dicha codificación penal y dispusiera en consecuencia el relevo del Fiscal y la compulsa de copias, de conformidad con el artículo 294 ibídem, ante la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Medellín y la jurisdicción disciplinaria, a fin de adelantarse la respectiva investigación (fls. 1-5 del c.o.).

IDENTIFICACIÓN DEL INVESTIGADO

El doctor  GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID se identifica con la cédula de ciudadanía No. 71.760.512 expedida en Medellín, y se desempeña como Fiscal 21 Local de Medellín, adscrito a la Unidad Primera Local de Fiscalías de dicha ciudad.

DE LA INDAGACIÓN PRELIMINAR

Mediante auto adiado el 9 de marzo de 2009, el Magistrado Sustanciador de la Sala A quo, avocó conocimiento de las diligencias y ordenó indagación preliminar, (fl. 6 c.o.), disponiendo la práctica de algunas probanzas. Dicha decisión le fue notificada personalmente al funcionario investigado, el 11 de mayo de 2009 (fl. 6 vto. c.o.)

El 5 de junio de 2009, el funcionario disciplinable presentó escrito que denominó de descargos, en el cual señaló que si bien objetivamente se presentaba el vencimiento de términos, ellos se debió a factores externos tales como el haber estado encargado como Fiscal Delegado ante los Juzgados Penales del Circuito Especializado de Medellín, hasta el 9 de diciembre de 2008, por lo cual no se encontraba en su oficina como Fiscal 21 Local, para la fecha en que empezó a correr el término para la presentación de la acusación; igualmente, registró una serie de incapacidades médicas, en los períodos comprendidos entre el 4 al 6, del 14 al 17 de de diciembre, de 2008 y del 30 de enero al 5 de febrero de 2009.

Además, su asistente, señora MARIA ELENA AYALA MARTÍNEZ, nunca le informó de la existencia del expediente ni del vencimiento de los términos, lo cual pudo obedecer al hecho que en esos días, la referida empleada atravesaba por una crisis familiar debido a la muerte de un hermano, acaecida el 8 de diciembre de 2008.  Aunado a que la misma, comenzó a disfrutar sus vacaciones a partir del 16 de diciembre de 2008, “es decir, tan solo laboró en el despacho con el suscrito 2 días hábiles –el viernes 12 que recibió la carpeta y el lunes 15 de diciembre de 2008 víspera de sus vacaciones”. (fls. 9-15 c.o.)

Se escuchó en declaración jurada a la asistente de la Fiscalía 21 Local de Medellín, señora MARIA ELENA AYALA MARTINEZ, quien sostuvo no tener funciones determinadas específicamente en el despacho, colaborándole al titular en labores tales como recibir correspondencia, impulsar las diligencias, recibir procesos para audiencias de conciliación, ampliaciones de denuncia y las que el Fiscal le asigne.  

Señaló que no tiene la función de informarle al Fiscal de la existencia de determinada carpeta; que éstas llegan al despacho, las ingresa al sistema y las que llegan con imputación o legalización de captura, generalmente se las pasa al Fiscal.

Corrobora el dicho del funcionario investigado en el sentido que para finales del mes de noviembre de 2008 tenía un hermano muy enfermo, quien falleció el 8 de diciembre de dicha anualidad, por lo que pudo haber sucedido que la carpeta llegó, la ingresó al sistema y se le pudo haber olvidado pasársela al Fiscal, por error involuntario, además que para dicha época el funcionario no estaba en el Despacho, por estar incapacitado y generalmente cuando éste no estaba, ella pasaba las carpetas a la Coordinadora, pero la origen de las presentes diligencias no la pasó.

Advirtió, finalmente, que si bien es cierto ella estaba afrontando la calamidad doméstica a que aludió anteriormente, las carpetas quedaron en el despacho, y cuando regresó, al revisarlas se enteró del vencimiento de términos dentro de la radicada con el No.  SPOA 050016000206200831892, se lo comunicó al Fiscal investigado, procediéndose entonces a poner el asunto en manos de la Coordinadora de la Unidad (fls. 79-80 c.o.)

Se allegó al plenario copia de la actuación surtida dentro de la investigación origen de las presentes diligencias, la cual obra a folios 41 a 78  y 84-167 del cuaderno original.

Igualmente, obra en el expediente certificación de inexistencia de antecedentes disciplinarios del  funcionario disciplinable, expedida el 18 de febrero de 2010 por la Procuraduría General de la Nación (fl. 178 c.o.), así como copia de la estadística del despacho a su cargo, correspondiente al período enero de 2008 a diciembre de 2009 (fls. 179-192 c.o.).

Mediante oficio del 12 de febrero de 2010, Fiscalía General de la Nación, remitió copia de los actos administrativos de nombramiento, acta de posesión y salario mensual devengado por el disciplinable durante el lapso que originó la presente investigación (fls. 278-281 c.o.).

DE LA APERTURA DE INVESTIGACIÓN

El Magistrado Sustanciador A quo, a través de auto adiado el 21 de octubre de 2009, resolvió abrir investigación disciplinaria en contra del doctor GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID, en su calidad de Fiscal 21 Local de Medellín, a fin de establecer los motivos determinantes y las circunstancias en que se cometió presunta falta disciplinaria por la posible incursión en la prohibición señalada en el artículo 154 numeral 3 de la Ley 270 de 1996 (fls. 163-164 c.o.). Decisión notificada personalmente al funcionario disciplinable, conforme se observa a folio 164 vuelto del cuaderno original. 
DEL PLIEGO DE CARGOS

En providencia calendada 18 de mayo de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, formuló pliego de cargos en contra del doctor GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID, en su calidad de Fiscal 21 Local de Medellín, por la probable incursión en la prohibición consagrada en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, fundamentando la decisión en las pruebas allegadas al plenario, en especial lo resuelto en la Resolución 269 de febrero 3 de 2009, mediante la cual la Directora Seccional de Fiscalía de Medellín, declaró haber operado el fenómeno de vencimiento del término previsto en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004 para presentar la acusación, dentro de la investigación con radicado No. SPOA 050016000206200831892.

Sostuvo el A quo, que el Fiscal al dejar vencer los términos de instrucción dentro de la investigación referida, retardó injustificadamente el despacho del asunto puesto a su consideración, quedando así incurso en la prohibición endilgada, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, toda vez que era evidente que luego de la formulación de imputación que se le hiciera al indiciado Rafael Alexander González Salazar, en audiencia celebrada el día 6 de diciembre de 2008 ante el Juez 17 Penal Municipal con función de Control de Garantías de Medellín, era su deber presentar la acusación en contra del procesado, dentro del término señalado para ello, sin que a ello hubiese procedido.  

Falta considerada grave en la modalidad culposa (fls. 283-292 c.o.). 

Decisión notificada personalmente al funcionario disciplinable el 30 de junio de 2010, conforme se advierte a folio 292 vuelto del cuaderno original). 

Ejecutoriada la anterior decisión, y ante el silencio del disciplinable, a pesar de haberse notificado personalmente de la misma, el 27 de julio de 2010 se declaró precluido el período probatorio y se dispuso correr traslado a los sujetos procesales, a efectos de que el Ministerio Público emitiera concepto y el funcionario disciplinable allegara sus alegatos de conclusión (fl. 296 c.o.).

INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO  

El Procurador Judicial 114, solicitó sentencia absolutoria, considerando que si bien es cierto se encuentra demostrado el vencimiento de los términos para formular la acusación en la investigación penal origen de las presentes diligencias, también lo es que, en su criterio, las exculpaciones dadas por el funcionario investigado, deben ser de recibo, pues ser ajeno a la situación descrita por éste, “es desconocer el ambiente que vive la Fiscalía General de la Nación con el cúmulo de investigaciones e indagaciones que debe adelantar como ente oficial de ejercer la acción penal”.  

Además, aseguró, “…la finalidad del término es evitar en última instancia, que se vea afectada la libertad del imputado, situación que no ocurrió en el caso en estudio, dado que la fiscalía no solicitó imposición de medida de aseguramiento, por lo tanto se encontraban en libertad, así mismo la situación se vio remediada inmediatamente al designar otro fiscal que continuara con la investigación” (fls. 299-302 c.o.)          

El funcionario investigado guardó silencio.

DE LA  SENTENCIA CONSULTADA

El 30 de septiembre de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, con ponencia del Magistrado Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez, resolvió imponer sanción de Suspensión en el ejercicio del cargo de Fiscal 21 Local de Medellín por el término de un (1) mes, al doctor GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID, al encontrarlo responsable de falta disciplinaria por incursión en la prohibición señalada en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002.

Como fundamento de la declaración de responsabilidad y la imposición de la sanción, analizado y valorado el recaudo probatorio, la sentencia expuso: 

“Analizadas las pruebas en su conjunto, a la luz de la sana crítica y aplicando las reglas de la experiencia, puede afirmarse válidamente, sin temor a equívocos que la conducta imputada al encartado en el pliego de cargos, como posible autor de la infracción a la obligación contenida en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, existió, pues todo conduce a demostrar tal aseveración, porque siendo él, el responsable de la acusación, pues como lo admite en sus descargos, se reintegró a sus labores como Fiscal 21 Local de Medellín el 9 de diciembre de 2008, después de cubrir un encargo como Fiscal Especializado, tal como se observa en las resoluciones No. 003462 del 10 de noviembre de 2008 (fl.18 a 19) y la Resolución No.003959 del 5 de diciembre de 2008 (fl. 22 a 23), la primera por medio de la cual se le concedió el encargo y la segunda mediante la cual se suspendió el efecto de la primera, a partir del 9 de diciembre de 2008, tenía la obligación de presentar ante el Juez de conocimiento el escrito, conforme a las voces del artículo 294 del C. P. Penal, bien fuera con acusación o preclusión de la investigación, o con aplicación del principio de oportunidad, mismo que debía presentar hasta el 5 de enero de 2009, pero que como bien es sabido y lo decantó la señora Directora de Fiscalías de Medellín en la Resolución 269 del 3 de febrero de 2009 (fl. 2 y ss), al separar del conocimiento al disciplinado, no se cumplió con el término establecido en el artículo 175 ibídem y por tanto, esa conducta, encuadra en la norma deducida en el pliego de cargos, por negar o retardar el despacho de los asuntos a su cargo” 
En cuanto al aspecto subjetivo de la falta, consideró el fallador de instancia que, contrario a lo sostenido por el funcionario en su intervención, el hecho que se hubiese reintegrado a su despacho el 9 de diciembre de 2008, en nada incidió con el retardo que tuvo el asunto a su cargo, teniendo en cuenta que él mismo reconoce que la carpeta de la investigación origen de las presentes diligencias, llegó a su despacho el 12 de diciembre de 2008, lo cual fue corroborado por su asistente judicial, quien la ingresó al sistema; siendo entonces su deber estar atento a los procesos que recibiera.

Como tampoco, encontró de recibo, el alegado represamiento de procesos, toda vez que “esto también puede ser cierto, de acuerdo con la estadística allegada de la Dirección Seccional de Fiscalías, pero ello tampoco incide como excusa para el comportamiento del Fiscal, de retardar el despacho de los asuntos a su cargo, en el entendido que existen procesos que por el perentorio cumplimiento de los términos hay que acelerar su trámite y justamente en el sistema penal acusatorio, lo que se pretende, es agilizar los trámites, para procurar una justicia más pronta y eficaz y para ello, precisamente, se le impone al Fiscal el cumplimiento de unos términos cuyo incumplimiento como en este caso, conlleva el relevo del mismo y la compulsa de copias para que se les investigue disciplinariamente por mala conducta, así como penalmente”. 

Decisión notificada personalmente al funcionario disciplinable, conforme se advierte a folio 331 del cuaderno original, interponiendo recurso de apelación, en su contra, sin que dentro del término legal para ello, hubiese sustentado el mismo, razón por la cual, mediante auto adiado el 10 de junio de 2011, el Magistrado Sustanciador a quo, declaró desierto el recurso interpuesto, ordenando remitir las diligencias a esta Superioridad, a fin de conocer del asunto en el grado jurisdiccional de consulta.    

CONSIDERACIONES DE LA SALA

De conformidad con los artículos 256, numeral 3º de la Constitución Política y 112 numeral 4º de la Ley 270 de 1996, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y decidir en este asunto. 

Se le endilgó al doctor GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID, en su calidad de Fiscal 21 Local de Medellín, la comisión de falta disciplinaria por incursión en la prohibición señalada en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, por cuanto retardó el despacho del asunto puesto a su consideración, al no haber presentado dentro del término señalado en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, el escrito de acusación o de preclusión, dentro de la investigación a su cargo, radicada bajo el No. SPOA 050016000206200831892, adelantada en contra de RAFAEL ALEXANDER GONZALEZ SALAZAR y otro, por el delito de Hurto Calificado y Agravado.
En este punto, es conveniente tener presente  el alcance del artículo 6º de la Constitución Política, según el cual: “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio  de sus funciones”. 

El Legislador erigió como falta disciplinaria la incursión en la prohibición de retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que están obligados los funcionarios judiciales, conducta descrita en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002.

Las pruebas allegadas revelan que dentro de la investigación penal a cargo del funcionario disciplinable en su condición de Fiscal 21 Local de Medellín, radicada bajo el No. SPOA 050016000206200831892, adelantada en contra de RAFAEL ALEXANDER GONZALEZ SALAZAR y Otro, por el delito de Hurto Calificado y Agravado, en la que luego de haberse realizado la respectiva audiencia preliminar, se formuló imputación el 6 de diciembre de 2008 por parte del Fiscal 242 Seccional URI, sin que dentro del término señalado en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, esto es, 30 días, hubiera acudido ante el juez de conocimiento con cualquiera de las pretensiones señaladas en dicha norma, esto es, para formular la acusación, solicitar la preclusión o aplicar el principio de oportunidad. 

Incumplimiento de dicho término por parte del funcionario disciplinado, que condujo a la declaratoria del mismo, y en consecuencia a su relevo en el asunto, al haber perdido competencia por encontrarse incurso en la causal de impedimento descrita en el artículo 56 numeral 7 de la misma obra, como quiera que el término que tenía para tal efecto, se venció el día 5 de enero de 2009, tal y como se efectúo mediante la Resolución 269 de febrero 3 de 2009 expedida por la Directora Seccional de Fiscalías de Medellín.

Teniendo en cuenta lo anterior, no hay duda que en este asunto está demostrado a plenitud el aspecto objetivo de la falta disciplinaria, toda vez que el funcionario investigado permitió el vencimiento del término señalado en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, como quiera que solo basta confrontar la fecha en la cual la Fiscalía 242 Seccional URI formuló la imputación – 6 de diciembre de 2008- y la data en la cual se debió haber presentado el escrito de acusación o de preclusión o de principio de oportunidad,- 5 de enero de 2009-, lo cual omitió, retardando así el asunto puesto a su consideración. 

Frente a tal comportamiento omisivo, el funcionario disciplinable plantea como causales de justificación, el haberse reincorporado al cargo como Fiscal 21 Local de Medellín el día 9 de diciembre de 2008; la calamidad doméstica sufrida por parte de su asistente judicial; el período de vacaciones de la misma; las diferentes incapacidades médicas que tuvo, lo cual le imposibilitó conocer y leer la carpeta, máxime cuando tenía a cargo 70 investigaciones y 250 indagaciones preliminares.    

Empero, la Corporación no encuentra justificado el comportamiento del funcionario, por cuanto, en primer término, el hecho de haberse reincorporado al cargo como Fiscal 21 Local de Medellín el día 9 de diciembre de 2008, no tiene entidad exculpatoria alguna, como quiera que el expediente contentivo de la investigación a su cargo, llegó a su Despacho el 12 de diciembre de 2008, lo que es aceptado por el propio disciplinable y corroborado por su asistente judicial, señora María Elena Ayala Martínez, quien aseguró haberlo ingresado al sistema, era de su exclusiva responsabilidad estar atento a los asuntos pendientes.

En segundo lugar, en lo atinente con el represamiento de procesos – que conforme las estadísticas obrantes a folio 179 - tenía a cargo 70 investigaciones y 250 indagaciones preliminares- a tal argumento no puede dársele el alcance pretendido, en tanto, y como acertadamente lo señalara la Sala a quo, existen procesos que por el perentorio cumplimiento de los términos, debe acelerarse su trámite, máxime en el sistema penal acusatorio, y así procurar una justicia pronta y eficaz, y precisamente, tal sistema impone al Fiscal el cumplimiento de aquellos, so pena de ser relevado del asunto y objeto de investigación por mala conducta, tal y como reza el artículo 294 de la Ley 906 de 2004. 

En lo que tiene que ver con la calamidad doméstica sufrida por parte de su asistente judicial, que pudo generar la desatención para informarle del recibo de la carpeta, lo que corroboró la asistente en su declaración, téngase en cuenta que es el propio funcionario disciplinable que reconoce que  la señora María Elena Ayala Martínez, salió a disfrutar de sus vacaciones a partir del 26 de diciembre de 2008, por lo cual, a quien le correspondía asumir la revisión de los asuntos a su cargo, era precisamente al funcionario, quien como director del despacho y encargado de la acusación o preclusión, estaba obligado a examinar minuciosamente qué  asuntos estaban pendientes, y con un mínimo de esmero y una simple revisión de los trámites adelantados en su despacho, bien pudo darse cuenta que el asunto origen de las presentes diligencias, requería de la mayor celeridad posible, por el tiempo que allí llevaba, advirtiéndose así omisión y negligencia en su labor funcional, pues la razón y la lógica le indicaban que se trataba de un expediente que debía resolverse de inmediato, de allí que no pueda admitirse de ninguna manera el aplazamiento indefinido que se le dio a dicha investigación, cuando era deber del funcionario otorgarle especial prioridad sin esguinces de ninguna índole.

En cuanto a las diferentes incapacidades médicas que asegura el funcionario le impidieron cumplir efectivamente su labor, aportó para tal efecto, el certificado de incapacidades de COMFENALCO, del 3 de febrero de 2009, donde consta que estuvo incapacitado entre el 4 y el 6 de diciembre de 2008; del 14 al 17 de diciembre de 2008 y del 30 de enero al 5 de febrero de 2009.

De tales incapacidades, solamente la que corrió entre el 14 al 17 de diciembre de 2008, podría haber afectado el término para la presentación oportuna del escrito de acusación o preclusión, de lo cual ha debido dejar la respectiva constancia en el proceso, pero, incluso, así se descontaran esos 4 días, para el 9 de enero de 2009, ha debido presentar el correspondiente escrito ante el juez de conocimiento, lo que tampoco ocurrió, por lo cual no es admisible como argumento exculpatorio. 

Y de la incapacidad corrida entre el 4 al 6 de diciembre de 2008, no tiene relevancia alguna, pues recuérdese que el expediente llegó a su despacho, el 12 de diciembre de dicha anualidad, y además para tales calendas, actuaba como Fiscal 26 Especializado.   Y de la incapacidad entre el 30 de enero y el 5 de febrero de 2009, como es fácil advertir, ya se había vencido el término. 

Por tanto, las razones argumentativas de justificación planteadas por el disciplinado, no son admisibles desde ningún punto de vista, siendo inaceptable la falta de diligencia en el susodicho asunto cuando era deber del funcionario desempeñar su cargo con la solicitud requerida. 

Lo comprobado con el recaudo probatorio demuestra que el investigado está incurso en falta disciplinaria a título de culpa porque lo que se reprocha es retardar la prestación de la administración de justicia, producto ello de no haber tenido el cuidado necesario que exige la función de administrar justicia. 

Coligiéndose entonces que se agotaron en contra del funcionario disciplinable los presupuestos demandados en la ley disciplinaria, para proferir sentencia de carácter sancionatorio por la realización de la conducta calificada como grave a título de culpa, siendo evidente la antijuridicidad de dicha actuación habida cuenta de la flagrante disconformidad con el ordenamiento jurídico que choca con los fines esenciales del Estado y con los principios orientadores de la administración de justicia, que puso en peligro el deber jurídico de pronta y debida administración de justicia.

Resultando, entonces, que la Sala encuentra estructurada la falta atribuida y referida a la incursión del disciplinado en la prohibición señalada por la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, en el articulo 154.3 "Retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que estén obligados", ante la inobservancia del término que tenía para acudir ante el juez de conocimiento, lo que llevó necesariamente a su relevo del asunto, procediéndose entonces a la confirmación del fallo consultado, como en efecto se ordenará, incluida la sanción impuesta al funcionario disciplinado, consistente en Suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, al encontrarse conforme los lineamientos señalados en los artículos 44 y 47 de la Ley 734 de 2002.

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley.
RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia consultada proferida el 30 de septiembre de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, con ponencia del Magistrado Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez, mediante la cual impuso sanción de Suspensión en el ejercicio del cargo de Fiscal 21 Local de Medellín por el término de un (1) mes, al doctor GUSTAVO ADOLFO CALVACHE CADAVID, al encontrarlo responsable de falta disciplinaria por incursión en la prohibición señalada en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO.- Notifíquese personalmente la presente providencia al funcionario sancionado, advirtiéndose que contra ella no procede recurso alguno. Para el efecto se comisiona a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, por el término de cinco (5) días libres de distancias.
TERCERO-  Remítase el expediente a la Colegiatura de instancia.

Háganse las anotaciones, comunicaciones y registros del caso.
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